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         QUEJA-241/2015-2 INFOMEX


San Luis Potosí, San Luis Potosí, 16 dieciséis de julio de 2015 dos mil quince.


Vistos para resolver los autos que conforman del expediente 241/2015-2 del índice de esta comisión, relativo al recurso de queja, interpuesto vía infomex por Eliminado 1 contra actos del GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL a través de su TITULAR, y del  TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA y, 
R E S U L T A N D O S

Solicitud de acceso a la información pública


PRIMERO. El 29 veintinueve de abril de 2015 dos mil quince Eliminado 1 presentó una solicitud de acceso a la información pública a la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL a través del sistema electrónico infomex, misma que quedó registrada con el folio electrónico 00113115 ciento trece mil ciento quince, solicitud que refiere lo siguiente:

[image: image1.png]| Informacién disponible via Infomex || Datos de Ia solicitud

Tipo de Captura Electronica
Tipo de Solictud Informacién Publica
‘Dependancia que recibe s solicitud Secretaria de Ecologia y Gestién Ambiental

‘Descripcién de la solicitud de informacién  [C,ales son los instrumentos econémicos que la Secretaria a aplicado en el
Estado de San Luis Potosi.

Archivo adjunto de la solicitud (No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte.




 (Visible en la foja 1 de autos).
Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública 


SEGUNDO. El 12 doce de mayo de 2015 dos mil quince la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL dio contestación a la solicitud de acceso a la información pública mediante el mismo sistema infomex de la forma siguiente:
[image: image2.png]Informacién. via Infomex || Datos de la solicitud

En atencién 2 Ia solicitud de informacion, me permito hacer de su conocimiento que la misma se encuentra disponible en
medios electrénicos, por lo que puede consultarla en este sistema. NOTA: La informacién pusde venir en archivo adjunto, favor
de verificarla. Gracias por ejercer su derecho a Ia informacion

‘Descripcién de la respuesta terminal [RESPUESTA A SOLICITUD 00113115

et Bl

Regresar al reporte.
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San Luis Potosi, S.L.P, a 8 de Mayo de 2015

- I

Respuesta a su solicitud 00113115

En el Estado de San Luis Potosi, los instrumentos econdtmicos que se han instrumentado
son los que establece la Ley Ambiental del Estado. han sido concretados por esta
Secretaria en los procedimientos administrativos llevados a cabo y que han resultado con
sancion y a los que asi proceden se les ha aplicado el pendltimo parrafo del articulo 160
de la Ley Ambiental del Estado, que a la letra dice:

“articulo 160. Para la aplicacion de las sanciones se deberan observar las normas
siguientes:

La autoridad comrespondiente podra otorgar al infractor la opcién en pagar la
multa o bien, realizar inversiones equivalentes en la adquisicion o instalacion de equipo
para evitar toda posible contaminacion al ambiente o a la salud humana, omh
proteccién, conservacion o restauracion del ambiente, siempre y cuando se

mwmymmmmmamwmmmqm
159 de esta Ley y la autoridad justifique plenamente su decision™
Esto es, se ha incentivado para que los sancionados aporten al medio ambiente y tengan
un beneficio en su economia.

Con respecto a la pregunta:

Cuales son los instrumentos econémicos que la Secretaria ha aplicado en el Estado
de San Luis Potosi.

ATENTAMENTE

Lic. Gabriela Acufia Grajeda




 (Visible en las fojas 2 y 3 de autos).
Inconformidad del solicitante 

TERCERO. El 28 veintiocho de mayo de 2015 dos mil quince la solicitante de la información interpuso el recurso de queja ante esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado en contra de la respuesta a su solicitud de información pública mencionada en el párrafo anterior, recurso que quedó registrado en el sistema infomex como RR00012315 doce mil trescientos quince.

Admisión del recurso de queja

CUARTO. El 02 dos de junio de 2015 dos mil quince la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que admitió a trámite el presente recurso de queja; se tuvo como ente obligado al GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto de la SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL a través de su TITULAR, y del  TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA; se le tuvo al recurrente por señalado domicilio para oír y recibir notificaciones; la Presidente de esta Comisión anotó y registró en el Libro de Gobierno el presente recurso con el expediente 241/2015-2; se requirió a los entes obligados para que rindieran un informe en el que argumentaran todo lo relacionado con el presente recurso y remitieran todas las constancias conducentes que tomaron en cuenta para emitir la respuesta en el sentido en que lo hicieron; también las autoridades debían de informar a esta Comisión de Transparencia si tenían la obligación legal de generar, administrar, archivar o resguardar la información solicitada; que de conformidad con el artículo 77 de la ley de la materia se les hizo saber a los entes obligados que para el caso de que argumentaran la inexistencia de la información al momento de rendir su informe, deberían de remitir copia certificada de las constancias que acrediten las gestiones que han realizado en relación con dicho numeral, lo anterior con independencia de las facultades con que cuenta este órgano colegiado de acuerdo con ese artículo; asimismo se les requirió para que manifestaran si existía impedimento legal para el acceso o la entrega de la información solicitada y debían fundarlo en las hipótesis establecidas en los artículos 41 y 53 de la ley de la materia, es decir, cuando se tratase información reservada o confidencial; asimismo se les apercibió que en caso de no rendir el informe en la forma y términos requeridos se le impondrían en su contra las medidas de apremio establecidas en el artículo 114 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; se les corrió traslado con la copia simple del escrito de queja y de sus anexos; se les previno para que acreditaran su personalidad, así como para que señalaran persona y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad.

Rendición del informe


QUINTO. El 12 doce de junio de 2015 dos mil quince la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que el día 10 diez de junio del presente año  tuvo por recibido el oficio ECO.03.976/2015 firmado por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental, junto con un anexo; se le tuvo por reconocida su personalidad; se le tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado; por señalado domicilio y personas para oír y recibir notificaciones; se le tuvo por ofrecidas y desahogadas las documentales que al efecto ofreció dada su especial naturaleza; en virtud de la razón del notificador de esta Comisión de Transparencia en el sentido de que el servidor que presta el servicio de correo electrónico del solicitante lo devolvió, se ordenó que las notificaciones le fueran hechas en los estrados de este órgano colegiado; se declaró cerrado el periodo de instrucción y se turnó para tal efecto a la ponencia de la Comisionada M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo cual se procedió a elaborar la presente resolución y,

CONSIDERANDO

Competencia

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer y resolver la presente queja de conformidad con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 Bis, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado, por lo que se procede al estudio del asunto en cuestión y el dictamen de la presente resolución.

Vía


SEGUNDO. La vía elegida por la promovente es la correcta, en razón de reclamar ante este órgano colegiado la violación a su derecho fundamental de acceso a la información pública, ya que se inconforma con la respuesta por parte del ente obligado a su solicitud de información, supuesto éste que se encuentra en los artículos 74 y 98 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Recurso

TERCERO. Resultó procedente la admisión y substanciación del recurso de queja, toda vez que la recurrente observó íntegramente las formalidades establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, porque cumplió con cada uno de los requisitos exigidos por los artículos 100 y 102 de la invocada ley.

Temporalidad del recurso


CUARTO. El medio de impugnación fue planteado oportunamente, es decir, dentro del plazo de los quince días que establece el primer párrafo del artículo 99 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública fue el 12 doce de mayo de 2015 dos mil quince y el presente recurso fue interpuesto el día 28 veintiocho de ese mes, es decir, al décimo primer día hábil, sin contar los días 16 dieciséis, 17 diecisiete, 23 veintitrés y 24 veinticuatro por ser sábados y domingos. 
Legitimación 


QUINTO. En la especie Eliminado 1 es la legitimada para interponer el presente recurso de queja, ya que ella fue la que presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquélla a quien le pudiera deparar perjuicio.

Sobreseimiento.

SEXTO. Dicha figura del sobreseimiento es la resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de carácter definitivo porque se pone fin al procedimiento sin resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno de los supuestos que establece el artículo 104 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.


Así, para que proceda el sobreseimiento debe de estarse al contenido del artículo 104,  de la Ley de Transparencia que establece los supuestos de esa figura y que son:

ARTICULO 104. Procede el sobreseimiento, cuando: 

I. El inconforme se desista por escrito de la queja;

II. La autoridad responsable del acto o resolución impugnados, los modifique o revoque, de tal manera que quede sin materia antes de que se resuelva el recurso, y

III. El quejoso fallezca.


Como se ve, las fracciones de ese artículo establecen los supuestos de la procedencia de esa figura del sobreseimiento.


Así, el ente obligado en su informe solicitó a esta Comisión de Transparencia  que se sobreseyera el presente asunto, pues aunque no dijo expresamente qué fracción se actualizaba del artículo en comento y para justificar su dicho adjuntó los documentos que de acuerdo a ella, justifican su actuar en el sentido de que dio la información, es decir, que ya entregó la información que le fue pedida en la solicitud de acceso a la información pública materia de esta controversia, esto es, que el ente obligado trató de justificar que se actualiza la fracción II, del artículo 104 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, o sea, que la autoridad entregó la información al solicitante y por lo tanto este procedimiento quedaba sin materia.

Sin embargo, por más que la autoridad haya pedido en su informe a esta Comisión de Transparencia que se sobreseyera, el ente obligado no justificó la causa para que se actualice esa figura.

En efecto, esta Comisión de Transparencia no advierte que en autos se demuestre esa afirmación de la autoridad, pues aunque el ente obligado no dijo expresamente a cuál fracción de ese artículo se refería para que se sobreseyera el presente asunto, dicha autoridad adjuntó en su informe un documento en donde de acuerdo a ella, trató de enviar la información al correo electrónico del solicitante, empero dicha respuesta no es suficiente para acreditar el sobreseimiento. 

En el caso, el Secretario de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental al momento de que rindió su informe ante esta Comisión de Transparencia expuso que adjuntaba la copia certificada tanto de la bandeja en la cual consta el correo electrónico que señaló la recurrente, como de la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, documento que es como sigue:
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De: Gabriela Acuna Grajeda [informacionpublica@segam.gob.mx]
Enviado el: 58 a.m.

Para:

Asunto: RESPUESTA A QUEJA 241/2015-1

PF
Buen dia, se envia respuesta a su queja

En el Estado de San Luis Potosi, los instrumentos econémicos que se han instrumentado son los que
establece la Ley Ambiental del Estado, han sido concretados por esta Secretaria en los procedimientos
administrativos llevados a cabo y que han resultado con sancién y a los que asi proceden se les ha aplicado
el penultimo parrafo del articulo 160 de la Ley Ambiental del Estado, que a la letra dice:

articulo 160. Para la aplicacién de las sanciones se deberan observar las normas siguientes:

La autoridad correspondiente podra otorgar al infractor la opcién en pagar la multa o bien, realizar inversiones.
equivalentes en la adquisicién o instalacién de equipo para evitar toda posible contaminacion al ambiente o a
la salud humana, o en la proteccién, conservacion o restauracion del ambiente, siempre y cuando se
garanticen las obligaciones del infractor y no se trate de alguno de los supuestos previstos en el articulo 159
de esta Ley y la autoridad justifique plenamente su decision” Esto es, se ha incentivado para que los
sancionados aporten al medio ambiente y tengan un beneficio en su economia

Con rgsBectd® la pregunta:

Cuiles Sondos instrumentos econémicos que la Secretaria ha aplicado en el Estado




 (Visible en las fojas 20 de autos).  

De ese documento, el ente obligado adujo haber enviado la información, y para ello dicha documental la adjuntó en copia certificada, pero, aun así, ello no es suficiente, pues el hecho que anexara el documento antes mencionado, no se sabe si realmente se pudo enviar el mismo, dicho de otro modo, sólo anexa la impresión de pantalla del envío, más no acredita que el mismo no fue devuelto por el servidor que presta el servicio electrónico, pese al hecho, de que los datos que se observan en cuanto al correo electrónico son los que la recurrente otorgó para recibir y oír notificaciones, por lo que se insiste, no se acredita por parte del ente obligado que el recurrente haya recibido dicho correo electrónico, es decir, que el ente obligado no anexó el documento en la cual conste que el correo electrónico con la información fue enviado correctamente y realmente el quejoso se allegó a la información que solicitó.

Así pues, por más que la autoridad haya dicho que envió la información que el recurrente solicitó y realmente haya anexado la información, lo cierto es que esta Comisión de Transparencia como órgano garante del derecho humano de acceso a la información debe de tener la certeza, no sólo de qué información o respuesta le dio a la solicitud de acceso a la información pública, sino además este órgano garante debe de tener la certidumbre de que efectivamente esa información llegó al correo electrónico de la solicitante, pues como quedó visto, no se demostró que la quejosa realmente se allegó la información solicitada, es por ello que lo manifestado por la autoridad no resulta suficiente y, por ende, no se puede sobreseer el presente recurso como el ente obligado lo pretendía. 

Así por más que el documento que se acaba de referir,  sea en copia certificada, la cual tienen pleno valor probatorio de conformidad con los artículos 280, fracción II, 323, fracción V y 388, primer párrafo del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia de conformidad con el artículo 4
 de ésta, sin embargo el mismo no resulta suficiente para los fines que la autoridad pretendía por las razones ya expuestas y, por ello es necesario entrar al fondo del asunto, pues además la respuesta en todo caso es errónea como se verá en el considerando siguiente.

Consideraciones y fundamentos


SEXTO. La solicitante acudió a esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública a interponer el medio de impugnación de que se trata, en contra de la respuesta proporcionada por el ente obligado.

1. Estudio de los agravios.


Pues bien, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública analiza el agravio del recurrente de conformidad con lo siguiente:


1.1. Agravio.


Dicha palabra en sentido muy amplio, es el equivalente a un perjuicio o, en sentido estricto es la afectación de un interés jurídico subjetivo del solicitante de la información o, en otras palabras, es la afectación que el quejoso manifiesta en su derecho de acceso a la información en el sentido de que la respuesta transgrede cualquiera de los supuestos previstos el primer párrafo del artículo 98 de la propia ley de la materia.


En efecto, aunque la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado no establece esa palabra ni en sentido amplio ni en sentido estricto, ésta se desentraña del primer párrafo del artículo 98
 de la Ley de Transparencia que establece algunos de los supuestos por los cuales los recurrentes pueden presentar el recurso de queja ante esta Comisión de Transparencia y que son cuando a las personas se les niegue el acceso a la información o considere que la información que le fue entregada es incompleta, no corresponde con la que pidió o bien, no esté de acuerdo con la entrega de la información en tiempo, el costo de la información, su formato o la modalidad de entrega.


Ahora, esos supuestos mencionados se traducen como agravios que no son más que la transgresión a la Ley de Transparencia y, a la luz de las inconformidades del recurrente –agravio– ya que de éstas se desprende de las propias manifestaciones que el quejoso realiza en su recurso de queja.

1.2. Agravio de la recurrente.

En la especie la recurrente manifestó como motivo de inconformidad lo siguiente:

· Que le causa agravio la contestación que le dieron, ya que era confusa y no le decían con exactitud los instrumentos que se han aplicado en San Luis Potosí.
1.3. Agravio fundado.

Lo fundado del agravio depende de que al recurrente le asiste la razón en los motivos de inconformidad que al efecto expresó, esto es, que efectivamente está demostrado que hay una transgresión al derecho de acceso a la información pública en términos del artículo 98 de la Ley de Transparencia.

En efecto, en la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública se debe de observar –además del principio de máxima publicidad– el principio de congruencia, el cual estriba en que la autoridad al momento de dar respuesta lo haga atento a lo pedido por el solicitante, sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer por el que pidió la información.


Lo anterior se afirma porque si la solicitante cumplió con la fracción II, del artículo 68
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado en el sentido de que realizó la descripción clara y precisa de la información que solicitó –que fueron descritos en el resultando primero– de acuerdo al leguaje cotidiano o ciudadano que utiliza el común de la gente, la autoridad no debió de dar la respuesta en el sentido en que lo hizo.

Así, recordemos qué fue lo que la recurrente pidió en su solicitud de acceso a la información pública y que fue en el sentido de allegarse información sobre cuáles son los instrumentos económicos que la Secretaría ah aplicado en el Estado de San Luis Potosí.
Ahora, la respuesta que el TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA del ente obligado dio fue en el sentido de que en el Estado de San Luis Potosí, los instrumentos económicos que se han instrumentado son los que establece la Ley Ambiental del Estado, por lo cual dicen, que han sido concretados por la Secretaría en los procedimientos administrativos llevados a cabo y que han resultado con sanción y a los que así proceden se les ah aplicado el penúltimo párrafo del artículo 160 de la Ley Ambiental del Estado, que establece:

ARTICULO 160. Para la aplicación de las sanciones se deberán observar las normas siguientes: 
[…]

La autoridad correspondiente podrá otorgar al infractor la opción en pagar la multa o bien, realizar inversiones equivalentes en la adquisición o instalación de equipo para evitar toda posible contaminación al ambiente o a la salud humana, o en la protección, conservación o restauración del ambiente, siempre y cuando se garanticen las obligaciones del infractor y no se trate de alguno de los supuestos previstos en el artículo 159 de esta Ley y la autoridad justifique plenamente su decisión.
De lo anterior tenemos que, de una simple lectura de la solicitud de acceso a la información pública y al respuesta que el aquí ente obligado proporcionó a ésta, la misma no está cumplida, pues como se adelantó la misma no es congruente porque, se insiste, la solicitante pidió información sobre cuáles son los instrumentos económicos que la Secretaría ah aplicado en el Estado de San Luis Potosí y ésta le respondió que son los que establece la Ley Ambiental del Estado y, además que en los procedimientos administrativos llevados a cabo y que han resultado con sanción y a los que así proceden se les ah aplicado el penúltimo párrafo del artículo 160 de la ley referida.

Así, efectivamente como el ente obligado lo dijo, los instrumentos económicos constan en la Ley Ambiental, empero, la solicitante quiso acceder a la información sobre cuáles son, no donde están –fundamento–.

Efectivamente, los instrumentos económicos están regulados en la Ley Ambiental del Estado y propiamente en los artículos 3° XXXVI, 14, fracción III, 45, 46, 47, que establecen lo siguiente:

ARTICULO 3º. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

[…]

XXXVI. Instrumentos Económicos: los mecanismos normativos y administrativos de carácter fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales las personas físicas y morales asumen los beneficios y costos que generen sus actividades económicas, con el incentivo de realizar acciones que favorezcan el ambiente en la Entidad;  

ARTICULO 14. Los instrumentos mediante los cuales el Estado y los ayuntamientos, en su caso, llevarán a cabo los propósitos de la política ambiental, son los siguientes:

[…]

III. Los instrumentos económicos;

ARTICULO 45. El Ejecutivo del Estado diseñará, desarrollará y aplicará instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la política ambiental, mediante los cuales se buscará:
I. Promover una adecuada conducta en las personas físicas y morales del sector público y privado que realicen actividades industriales, comerciales y de servicios en la Entidad, de tal manera que sus intereses sean compatibles con los intereses colectivos de protección ambiental y de desarrollo sustentable; 

II. Diseñar programas que permitan al Estado contar con recursos económicos encaminados a la protección y restauración del ambiente en la Entidad, mediante acuerdos con particulares, empresas, organismos empresariales y de servicios; 

III. Fomentar la incorporación de información confiable y suficiente sobre las consecuencias, beneficios y costos ambientales a los sistemas de precios de la economía; 

IV. Otorgar incentivos a quien realice acciones para la protección, conservación o restauración del ambiente; 

V. Procurar que quien dañe el ambiente o haga un uso indebido de los elementos naturales o antrópicos, asuma los costos ambientales respectivos; 

VI. Promover una mayor equidad social en la distribución de costos y beneficios asociados a los objetivos de la política ambiental, y 

VII. Procurar su utilización conjunta con otros instrumentos de política ambiental, en especial cuando se trate de observar umbrales o límites en la utilización de ecosistemas, de tal manera que se garantice su integridad y equilibrio dinámico, la salud y el bienestar de la población en el Estado. 

Con el propósito de lograr los objetivos de este artículo, las acciones y lineamientos específicos de los programas que lleve a cabo la SEGAM, serán publicados en el Periódico Oficial del Estado.

ARTICULO 46. Las personas físicas y morales, públicas y privadas, están obligadas a incorporar los costos ambientales que generen sus actividades económicas, así como el beneficio económico que resulte se incorpore directamente a programas y proyectos ambientales a cargo del Estado por conducto de la SEGAM. 

Para lograr lo anterior, se suscribirán los convenios y acuerdos que correspondan con la autoridad ambiental del Estado. 

Las prerrogativas derivadas de los instrumentos económicos de mercado serán transferibles, no gravables y quedarán sujetas al interés público y al aprovechamiento sustentable de los recursos naturales. 

ARTICULO 47. La SEGAM considerará como prioritarias, para efectos del otorgamiento de los estímulos fiscales, las disposiciones establecidas en la Ley de Hacienda del Estado, El Código Fiscal del Estado o en la Ley de Hacienda de los Municipios, según corresponda, en relación con las actividades siguientes: 

I. La investigación, incorporación o utilización de mecanismos, equipos y tecnologías que tengan por objeto evitar, reducir o controlar el deterioro ambiental, así como el uso eficiente de energía y de recursos naturales; 

II. El ahorro y aprovechamiento sustentable y la prevención de la contaminación del agua; 

III. La ubicación y reubicación de instalaciones industriales, comerciales y de servicios en áreas ambientalmente adecuadas, con el apego estricto a los planes de desarrollo urbano y programas de ordenamiento ecológico regional y local; 

IV. El establecimiento, manejo y vigilancia de áreas naturales protegidas de competencia estatal y municipal; 

V. La producción. promoción, entrega y utilización de bolsas de plástico biodegradables, y 

VI. En general, aquellas actividades relacionadas con la protección, conservación y restauración del ambiente.
De las disposiciones vistas, está claro que la Ley Ambiental del Estado regula lo referente a los estímulos económicos.
En el caso la autoridad citó como fundamento para apoyar su respuesta el penúltimo párrafo del artículo 160 de la referida ley ambiental, sin embargo, esa respuesta nada tiene que ver con la solicitud de información, pues incluso ese artículo citado por el ente obligado está comprendido dentro del título Décimo Segundo, llamado de la Inspección y Vigilancia, Medidas de Seguridad y Sanciones, capítulo III, denominado “DE LAS SANCIONES” es decir, que, nada tiene que ver lo solicitado con la respuesta, o sea, ésta es incongruente y al así serlo, es evidente que no se cumple con el derecho de acceso a la información pública prevista en el artículo 17 Bis, primer párrafo de la Constitución Local.

Así pues,  la solicitante pidió cuáles son los instrumentos económicos que la Secretaría ha aplicado en el Estado de San Luis Potosí, y la autoridad no dio una contestación correcta, ya que no expresó con exactitud cuáles son los dichos instrumentos económicos. 
Aplicación del principio de afirmativa ficta.


Es por ello, que en el presente procedimiento esta Comisión de Transparencia determina que aplica el principio de afirmativa ficta porque en el caso se actualiza el acuerdo CEGAIP 401/2009 donde se establece la interpretación del artículo 75 de la Ley de Transparencia, acuerdo que es como sigue:

ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, LA EXPRESIÓN “NO RESPONDIERE AL INTERESADO” NO DEBE DE ENTENDERSE DE MANERA ABSOLUTA, SINO TAMBIÉN CUANDO EN LA CONTESTACIÓN A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN SEA OMISA, EVASIVA, IMPRECISA, INCOMPLETA, NO JUSTIFIQUE SU PÉRDIDA, DESTRUCCIÓN, INEXISTENCIA, O NO FUNDE Y MOTIVE SU NEGATIVA. De la interpretación del artículo 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí la expresión “no respondiere al interesado” no debe de entenderse de manera absoluta, sino también cuando que de una solicitud de acceso a la información en la que contenga varios puntos, el Ente Obligado no se pronuncie sobre alguno de ellos, o bien cuando, el Ente Obligado por no incurrir en el supuesto de la afirmativa ficta conteste sólo por no caer en la omisión, esto es, que su contestación sea tan evasiva, imprecisa, incongruente o ambigua con lo que le fue solicitado o, que no justifique de una manera correcta y fehaciente la inexistencia o pérdida, destrucción, inexistencia de la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la referida Ley de Transparencia, además de que la negativa debe de estar debidamente fundada y motivada de conformidad con el artículo 16 de la Constitución Federal, pues de lo contrario se debe de aplicar el principio de “afirmativa ficta” previsto el citado precepto 75.

En el caso, es criterio tiene aplicación, puesto que, como ya quedó visto, la respuesta no fue congruente con lo que la solicitante pidió por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.

2. Modalidad de la entrega de la información.


Ahora, al resultar fundado el agravio, la autoridad debe entregar electrónicamente la información, es decir, en la modalidad en que le fue solicitada, pues de conformidad con el artículo 68, fracción IV
, de la Ley de Transparencia, las personas que deseen acceder a la información pública pueden pedir al ente obligado la modalidad en la que desean recibir la información pública y, en el presente caso, si el solicitante lo hizo vía electrónica mediante el sistema infomex entonces se está en el supuesto de que por ese medio el ente obligado la debe de entregar.


Lo anterior tiene sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio el anterior que de conformidad con el artículo 10
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que el mismo orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de la aquí autoridad.  



Además, también es verdad que el artículo 69
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado establece que las personas que así lo prefieran podrán enviar su solicitud de acceso a la información pública por medio de los sistemas electrónicos disponibles, que implementen las entidades públicas y que éstas deberán adoptar todas las medidas que revisten certeza en el envío y recepción tanto de las solicitudes como de las respuestas.


En el caso concreto se actualiza tanto el criterio 03/2008 del Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como el artículo 69 de la Ley de Transparencia ya citados, pues de éstos se favorece la interpretación del principio de máxima publicidad en el sentido de acceder a la información y facilitar su acceso mediante la modalidad solicitada por el recurrente.

3. Efectos de la resolución.

En conclusión y con fundamento en los artículos 73, 75, 81, 82, 84, fracciones I, II, 99 y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, esta  Comisión de Transparencia aplica el principio de afirmativa ficta por los fundamentos y las razones desarrolladas en el presente considerando y, por ende, se conmina al sujeto obligado para que entregue al quejoso la información que pidió en su solicitud de acceso a la información pública y que es:

[image: image5.png]Cuales son los instrumentos econémicos que la Secretaria a aplicado en el
Estado de San Luis Potosi.





3. Modalidad de la entrega de la información.

Como el procedimiento fue tramitado vía infomex y dado que de acuerdo a dicho sistema electrónico concluye con la notificación de la presente resolución y que por ende, lo que se pretende es que el quejoso acceda a la información y en el caso concreto éste señaló un correo electrónico para oír y recibir la información, por este conducto –correo electrónico del quejoso– el ente obligado debe de entregar la información. En caso de que el correo electrónico sea inexistente o bien, lo rechace el servidor electrónico que presta el servicio, y previos intentos de notificación por parte del ente obligado, entonces, en este supuesto el ente obligado debe de notificar que la información ya está disponible para el solicitante en los estrados de esa Secretaría. 

4. Plazo para el cumplimiento de esta determinación.


Lo anterior lo debe realizar el ente obligado en un plazo que no deberá exceder de 10 diez días hábiles contados a partir de la notificación de esta resolución y vencido este término, esta Comisión lo requiere para que en tres días hábiles adicionales informe sobre el cumplimiento del presente fallo con los documentos fehacientes, -original o copia certificada- con fundamento en el artículo 131, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, aplicado de manera supletoria a la Ley de la materia, de conformidad con su artículo 4.


5. Apercibimientos.


5.1. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente proveído en los términos expresados, se entenderá que no está cumplida la resolución y se aplicarán en su contra la primera medida de apremio consistente en una amonestación privada, de conformidad con el artículo 114, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 


5.2. Asimismo, en caso de que la autoridad no cumpla con lo determinado por esta Comisión de Transparencia, se le apercibe en el sentido de que iniciará inmediatamente el procedimiento para la imposición de sanciones prevista por los artículos 15, 84, fracción XX, 109, fracción IV, y 106 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, SE RESUELVE:

RESOLUTIVO


ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública aplica el principio de afirmativa ficta por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese personalmente la presente resolución al ente obligado de conformidad con lo dispuesto por los artículos 106, 108, 119 y 122 del Código de Procedimientos Civiles de este Estado de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí de acuerdo con su artículo 4 y al quejoso por el medio que designó.


Así lo resolvieron por unanimidad de votos en sesión extraordinaria de Consejo el 16 dieciséis julio de 2015 dos mil quince, los Comisionados Numerarios integrantes de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y, licenciado Oscar Alejandro Mendoza García, siendo ponente la primera de los nombrados, con fundamento en los artículos 81, 82, 84, fracciones I y II  y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública vigente en esta Entidad Federativa, quienes firman con la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Ejecutiva que autoriza y da fe. 

	         COMISIONADA PRESIDENTE

                  M.A.P. YOLANDA E. 

                  CAMACHO ZAPATA


	          COMISIONADA

   LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  



	COMISIONADO 

LIC. OSCAR ALEJANDRO

MENDOZA  GARCÍA
	
	SECRETARIA EJECUTIVA

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA QUEJA  241/2015-2 QUE FUE PRESENTADA VÍA INFOMEX EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 16 DIECISÉIS DE JULIO DE 2015 DOS MIL QUINCE. 
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Eliminado 1. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo tercero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; Artículos 3 fracción XI, XVIII, XXVIII, 24 fracción VI, 82, 138 y Transitorio Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. En virtud de que contiene dato personal correspondiente al nombre del recurrente.





Eliminado 1. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo tercero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; Artículos 3 fracción XI, XVIII, XXVIII, 24 fracción VI, 82, 138 y Transitorio Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. En virtud de que contiene dato personal correspondiente al nombre del recurrente.





Eliminado 1. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo tercero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; Artículos 3 fracción XI, XVIII, XXVIII, 24 fracción VI, 82, 138 y Transitorio Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. En virtud de que contiene dato personal correspondiente al nombre del recurrente.





Eliminados 1 y 2. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo tercero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; Artículos 3 fracción XI, XVIII, XXVIII, 24 fracción VI, 82, 138 y Transitorio Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. En virtud de que contiene datos personales correspondientes al nombre y correo electrónico del recurrente, respectivamente.








�ART. 280.- La Ley reconoce como medios de prueba: […] II.- Documentos públicos; 


ART. 323.- Son documentos públicos: […] V.- Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas por funcionarios a quienes competa su expedición; ya sea que las mismas se generen de manera manual o electrónica y que sean autorizadas por medio de firma autógrafa, digitalizada o electrónica del funcionario correspondiente;


ART. 388.- Los documentos públicos hacen prueba plena; pero la parte contraria podrá redargüirlos de falsedad y pedir su cotejo con las matrices.


ARTICULO 4º. En lo no previsto en esta Ley, serán aplicables supletoriamente, las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, en aquéllo que no contraríe su naturaleza.


� ARTICULO 98. La persona a quien se le niegue el acceso a la información, considere que la información entregada es incompleta, no corresponde con la requerida en su solicitud, o no esté de acuerdo con el tiempo, costo, formato o modalidad de entrega, podrá interponer queja ante la CEGAIP.


� ARTICULO 68. Las personas que requieran información pública deberán presentar una solicitud en escrito libre, o en los formatos sencillos que apruebe la CEGAIP. La solicitud deberá contener, cuando menos: […] II. Descripción clara y precisa de los documentos e información que solicita;


� ARTICULO 68. Las personas que requieran información pública deberán presentar una solicitud en escrito libre, o en los formatos sencillos que apruebe la CEGAIP. La solicitud deberá contener, cuando menos: […]  IV. Modalidad en la que solicita recibir la información pública.


� ARTICULO 10. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y de su reglamentación, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los entes obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados.


� ARTICULO 69. En todo caso, las personas que así lo prefieran, podrán enviar su solicitud de información pública, utilizando los formatos y mecanismos de transmisión de datos que, a través de los medios electrónicos disponibles, implementen las entidades públicas. Dichos formatos deberán cumplir con las previsiones que se establecen en el artículo anterior.


 Las entidades públicas deberán adoptar todas aquellas medidas que revistan de certeza, el envío y recepción, tanto de las solicitudes, como de las respuestas que, en su caso, les recaigan, a través de medios electrónicos.





